
 

 
C/ Los Madrazo, 34, 3ª y 4ª planta 
28014 Madrid 

 

 

DICTAMEN del Pleno de la Comisión Jurídica Asesora de la 

Comunidad de Madrid aprobado por unanimidad en su sesión de 7 de 

octubre de 2026, emitido ante la consulta formulada por el alcalde de 

Madrid, a través del consejero de Presidencia, Justicia y Administración 

Local, al amparo del artículo 5.3 de la Ley 7/2015, de 28 de diciembre, 

en el asunto promovido por Dña. ……, por los daños y perjuicios 

derivados de la caída que tuvo lugar en la plaza de Pablo Ruiz Picasso, 

s/n, de Madrid, como consecuencia de un tropiezo con una baldosa que 

sobresalía.  

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- El 29 de abril de 2024 se registra formulario de 

reclamación de responsabilidad de patrimonial ante el Ayuntamiento de 

Madrid, firmado por la reclamante, por los daños y perjuicios sufridos 

como consecuencia de la caída acaecida entre las 14:25 y las 14:35 

horas del día 13 de abril de 2024. 

Indica que iba paseando por la plaza de Pablo Ruiz Picasso, s/n, de 

Madrid, con unos familiares y había una baldosa que sobresalía del 

nivel del resto de baldosas de la calle, lo que le provocó un tropiezo y 

“salió disparada hacia adelante”, con varios impactos sobre el suelo.  

Dictamen n.º: 597/26 

Consulta: Alcalde de Madrid 

Asunto: Responsabilidad Patrimonial 
Aprobación: 07.10.26 



 2/17 

Señala que, como consecuencia de la caída, sufrió una herida en la 

rodilla derecha y una contusión frontal en el hombro derecho, según 

consta en el parte médico realizado por el SAMUR, que atendió la 

urgencia y que, posteriormente, fue trasladada al Hospital Universitario 

Ramón y Cajal, donde se le diagnosticó una fractura del hombro 

derecho y una herida inciso-contusa en la rodilla derecha, “con 

necesidad de aplicar puntos sobre la misma”. 

No cuantifica la indemnización pretendida, pero marca la casilla de 

cuantía superior a 15.000 euros en el formulario que presenta. 

Adjunta informe de intervención de SAMUR, informes médicos del 

Hospital Universitario Ramón y Cajal y del Hospital Universitario Severo 

Ochoa, al que le derivaron desde el primero, dos fotografías del lugar del 

accidente y la declaración jurada de tres testigos que, manifiesta, son 

su cuñada y sus dos sobrinas, que iban con ella, y a las cuales el 

equipo del SAMUR vio, en las que se relata la caída de la misma manera 

que la reclamante en su instancia.  

SEGUNDO.- Presentada la reclamación, se acordó la instrucción 

del correspondiente expediente. 

El 8 de mayo de 2024 la Administración municipal comunica a su 

aseguradora la interposición de la reclamación, acusando ésta recibo el 

día 9 de mayo por correo electrónico. 

Con fecha 28 de junio de 2024, se notifica a la reclamante en la 

Sede Electrónica del Ayuntamiento de Madrid el inicio del expediente y 

se la requiere para que, en el plazo de quince días, si actúa por medio 

de representante, aporte justificación de la representación; en el 

supuesto de daños personales: descripción de los daños; partes de baja 

y alta por incapacidad temporal; informe de alta médica; informe de alta 

de rehabilitación; en caso de tratamiento de rehabilitación, aporte 

informe de facultativo que lo prescriba; en el caso de que se aporte 
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informe médico pericial, acompañe los informes médicos acreditativos 

de los tratamientos que se mencionen en el mismo; estimación de la 

cuantía en que valora el daño o perjuicio sufrido debiendo indicar si la 

cantidad que reclama es inferior a 15.000 €; declaración suscrita por el 

afectado en la que se manifieste expresamente que no ha sido 

indemnizado (ni va a serlo) por compañía o mutualidad de seguros, ni 

por ninguna otra entidad pública o privada como consecuencia del 

accidente sufrido o, en su caso, indicación de las cantidades recibidas; 

justificantes que acrediten la realidad y certeza del accidente 

sobrevenido y su relación con la obra o servicio público; en caso de 

intervención de otros servicios no municipales, aporte justificante en el 

que figuren fecha, hora y emplazamiento en que tuvo lugar la 

intervención y cualquier otro medio de prueba de que pretenda valerse. 

También se le solicita indicación acerca de si por estos mismos 

hechos se siguen otras reclamaciones civiles, penales o administrativas 

(en su caso, remitir copias); declaración de los testigos bajo juramento o 

promesa e identificación de los mismos pues, a la vista de la declaración 

que pudiera presentarse, podría efectuarse citación para la 

comparecencia personal del testigo, de considerarse necesario para 

precisar el contenido de aquélla y, por último, información sobre la 

forma de realizar las notificaciones relativas al procedimiento. 

El 4 de julio de 2024 la reclamante otorga poder apud acta a su 

representante en las dependencias municipales, y el día 9 de julio 

presenta una declaración en la que manifiesta que no ha sido 

indemnizada y que no existen otras reclamaciones por los mismos 

hechos, así como un escrito en el que figuran los datos de los testigos 

presenciales del accidente. 

Por el Departamento de Vías Públicas de la Dirección General de 

Conservación de Vías Públicas del Ayuntamiento de Madrid se emite 

informe el 27 de noviembre de 2024, en el que, en relación con la 
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reclamación interpuesta, se indica lo siguiente: «1.- La competencia en la 
conservación del pavimento corresponde a esta Dirección General. 2.- La 

conservación del pavimento que motiva la reclamación está incluida 

dentro del contrato denominado CONTRATO DE SERVICIOS DE 
CONSERVACIÓN DE LOS PAVIMENTO DE LAS VÍAS PÚBLICAS DEL 

AYUNTAMIENTO DE MADRID, Lote 1. La incidencia se encuadra dentro 

de las labores propias de la Prestación CP1 y/o CP2 y está clasificada 
como tipo A1. 3.- Tras consultar las aplicaciones informáticas 

municipales, no se ha detectado incidencia alguna que coincida con los 

desperfectos en el pavimento que motiva la reclamación. Girada visita de 
inspección se ha podido detectar la existencia de una baldosa bufada en 

la acera procediéndose a crear la incidencia con n.º de avisa … para su 

reparación. 4.- La incidencia se ha clasificado como tipo A1. Se observa 
una baldosa bufada en la plaza Pablo Ruiz Picasso. 5.- Al tratarse de 

una incidencia clasificada como del tipo A1, según el Pliego de 

Prescripciones Técnicas Particulares en su artículo 5.3.3.1 “Resolución de 
incidencias tipo A1” es obligación del adjudicatario actuar de oficio, sin 

necesidad de requerimiento por parte del Ayuntamiento. 6.- El lugar 

donde se encontraba el desperfecto es en una acera y por tanto es 
adecuado para la circulación de los peatones. 7.- A la vista de la 

información disponible no es posible determinar la imputabilidad de la 

Administración. 8.- Podría considerarse imputable a la empresa 
adjudicataria por incumplimiento del artículo 6.1 “Prestación CP1: 

atención y resolución emergencias e incidencias tipo A si se demostrara 

la relación causa-efecto y el resto de los requisitos”. 9.- La empresa 
adjudicataria es la empresa UTE Pacsa-Asfalpasa. El emplazamiento se 

localiza en el Distrito de Tetuán que se corresponde con el LOTE 1». 

Se acompaña a este informe el remitido por la empresa 

adjudicataria, en el que señala que no tenía conocimiento de la 

existencia de la deficiencia o desperfecto y que, una vez producido el 

accidente, “tras visita de inspección se ha detectado el desperfecto 
denunciado por la interesada, procediéndose a crear aviso en el sistema 
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informático y resolver la incidencia el 15 de octubre de 2024 con numero 

de Avisa…”. 

Se ha incorporado al expediente un informe por actuación policial 

de la Policía Municipal de 26 de agosto de 2024 en el que se manifiesta 

que, con los datos aportados, una vez consultado el archivo y la base de 

datos, “no se encuentra ninguna actuación realizada en el lugar y día 

indicado en la nota interna. Que si se precisa el lugar se podrá ir a 

verificar el estado del suelo”.  

Previa citación, el día 22 de enero de 2025 comparecen a prestar 

declaración las tres testigos.  

La primera, sobrina de la reclamante, declara que “iban andando 
para ir a comer, iban su hermana y ella delante y su madre y su tía 

detrás, escucharon como un golpe y un grito de su tía, se giraron y su tía 

estaba boca abajo”; que “había una baldosa bastante levantada, por lo 
menos unos cuatro dedos” y que era de día. A la pregunta de si 

“¿considera que es una plaza amplia?” y si “¿había espacio suficiente en 

la plaza para transitar eludiendo la baldosa en cuestión?”, manifiesta 

que sí, “pero bajas justo unos escalones y como iban al restaurante 

pasaron por ahí, iban hablando y no lo vieron”. 

La segunda testigo, cuñada de la reclamante, declara que “iban 
andando, charlando su cuñada y ella, entonces su cuñada dio un 

tropezón y no le dio tiempo de agarrarla, del tropezón que dio se desplazó 

como 2 metros”. Que el motivo del tropezón fue “una baldosa levantada, 
que no la vieron” con un desnivel de “unos cuatro o cinco dedos”. 

Contesta que sí a la pregunta de si es una plaza amplia con suficiente 

espacio para eludir la baldosa. 

La otra testigo, sobrina de la reclamante, declara que “iba andando 

con su hermana, detrás de ellas iban su madre y su tía, oyó un grito de 
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su tía, se giró y vio que estaba en el suelo” que estaba muy cerca, 

andando un poco por delante, que había una baldosa levantada “unos 

tres dedos” y había luminosidad en el momento del accidente. A la 

pregunta de si era una plaza amplia y si había espacio suficiente para 

transitar eludiendo la baldosa en cuestión, “manifiesta que sí, pero que 

tenían que girar a la derecha por la plaza para ir al restaurante y se 

pegaron más a la derecha”. 

El 3 de febrero de 2025 la aseguradora municipal, sin entrar a 

prejuzgar la existencia de responsabilidades, informa que, de acuerdo 

con el informe pericial emitido a su instancia, realizado tras la 

exploración médica y con la documentación que figura en el expediente, 

y de conformidad con el baremo de la fecha de ocurrencia (2024), la 

valoración asciende a un importe de 15.039,52 €, conforme al siguiente 

desglose: días perjuicio moderado: 120 * 64,25: 7.710 € y puntuación 

asociada al perjuicio psicofísico: 7.329,52 €. 

El 2 de abril de 2025 la reclamante comparece en la oficina 

municipal y se le informa del estado del expediente. 

El 5 de agosto de 2025 se notifica el trámite de audiencia al 

representante de la reclamante, a la aseguradora municipal y a la 

contratista.  

Únicamente formula alegaciones la contratista, mediante escrito 

registrado el 12 de septiembre de 2025, en las que niega tener 

responsabilidad alguna en los “lamentables daños personales” que haya 

podido sufrir la reclamante, comunica la póliza de seguro que tiene 

suscrita la UTE, y reitera que el desperfecto no estaba en el sistema 

informático en el momento que ocurrieron de los hechos; que por la 

inspección realizada por la empresa conservadora, se detectó la 

incidencia el 15 de octubre de 2024 creándose un aviso que se resolvió 

el mismo día siguiendo las especificaciones del pliego y que, en 

cualquier caso, “el ancho de la acera libre permite el paso de personas, 
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por lo que esta empresa no se puede hacer responsable de los hechos 

mencionados”. 

El 1 de diciembre de 2025 comparece el representante de la 

reclamante a tomar vista del expediente y solicita copia de determinada 

documentación.  

El 7 de septiembre de 2026 se firma la propuesta de resolución 

desestimatoria de la presente reclamación de responsabilidad 

patrimonial. 

TERCERO.- El día 18 de septiembre de 2026 tuvo entrada en el 

registro de la Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de Madrid 

solicitud de dictamen preceptivo en relación con el expediente de 

responsabilidad patrimonial aludido en el encabezamiento.  

A dicho expediente se le asignó el número 599/26, y su ponencia 

correspondió, por reparto de asuntos, a la letrada vocal Dña. M.ª del 

Pilar Rubio Pérez de Acevedo, quien formuló y firmó la oportuna 

propuesta de dictamen que fue deliberada y aprobada por el Pleno de la 

Comisión Jurídica Asesora en la sesión celebrada el día 7 de octubre de 

2026. 

A la vista de tales antecedentes, formulamos las siguientes  

 

CONSIDERACIONES DE DERECHO 

 

PRIMERA.- La Comisión Jurídica Asesora emite su dictamen 

preceptivo de acuerdo con el artículo 5.3.f) a. de la Ley 7/2015, por ser 

la reclamación de responsabilidad patrimonial de cuantía 
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indeterminada, a solicitud del alcalde de Madrid, órgano legitimado 

para ello, a tenor del artículo 18.3.c) del Reglamento de Organización y 

Funcionamiento de la Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de 

Madrid aprobado por Decreto 5/2016, de 19 de enero, del Consejo de 

Gobierno (en adelante ROFCJA).  

SEGUNDA.- La tramitación del procedimiento de responsabilidad 

patrimonial, iniciado a instancia de parte interesada, según consta en 

los antecedentes, ha de ajustarse a lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 

1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas (en adelante LPAC). 

La reclamante ostenta legitimación activa para promover el 

procedimiento de responsabilidad patrimonial al amparo del artículo 4 

de la LPAC en relación con el artículo 32.1 de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP) al resultar 

perjudicada por la caída sufrida. 

Respecto de la legitimación pasiva, la reclamación objeto del 

presente dictamen se dirige contra el Ayuntamiento de Madrid, 

competente en materia de infraestructuras viarias y de pavimentación 

de las vías públicas, ex artículos 25.2.d) y 26.1 a) de la Ley 7/1985, de 

2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), títulos 

que justifican la interposición de la reclamación contra dicho 

ayuntamiento. 

En cuanto al plazo, las reclamaciones de responsabilidad 

patrimonial, a tenor del artículo 67.1 de la LPAC, tienen un plazo de 

prescripción de un año desde la producción del hecho que motive la 

indemnización o de manifestarse su efecto lesivo, que se contará, en el 

caso de daños de carácter físico o psíquico, desde la curación o la fecha 

de determinación del alcance de las secuelas. En el presente caso, la 

caída tuvo lugar el 13 de abril de 2024, por lo que la reclamación, 



 
 
 
 
 
 
 
 

 9/17  

registrada el siguiente día 29, está formulada dentro del plazo legal, con 

independencia de la fecha de determinación del alcance de las secuelas. 

En cuanto al procedimiento, se observa que se ha recabado el 

informe de los servicios técnicos municipales, según exige el artículo 

81.1 de la LPAC, se ha incorporado la documentación aportada por la 

reclamante, se ha practicado la prueba testifical y, una vez instruido el 

procedimiento, se ha evacuado el trámite de audiencia previsto en el 

artículo 82 de la LPAC respecto de todos los interesados. Finalmente, se 

ha incorporado una propuesta de resolución. 

Por tanto, debe concluirse que la instrucción del procedimiento ha 

sido completa, sin que se haya omitido ningún trámite que tenga 

carácter esencial o que resulte imprescindible para resolver. 

TERCERA.- El instituto de la responsabilidad patrimonial de la 

Administración tiene su fundamento en el artículo 106.2 de la 

Constitución Española y su desarrollo tanto en la LPAC como en la 

LRJSP. El artículo 54 de la LBRL establece que las entidades locales 

responderán directamente de los daños y perjuicios causados a los 

particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 

funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus 

autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 

legislación general sobre responsabilidad administrativa. 

Para apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la 

Administración, de conformidad con constante jurisprudencia, se 

precisa la concurrencia de los siguientes requisitos: 

a) La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable 

económicamente e individualizado en relación a una persona o grupo de 

personas. 
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b) Que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea 

consecuencia del funcionamiento normal o anormal -es indiferente la 

calificación- de los servicios públicos en una relación directa e 

inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de elementos 

extraños que pudieran influir, alterándolo, en el nexo causal. 

c) Ausencia de fuerza mayor. 

d) Que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño. 

La responsabilidad de la Administración es objetiva o de resultado, 

de manera que lo relevante no es el proceder antijurídico de la 

Administración, sino la antijuridicidad del resultado o lesión, de forma 

que aunque, como se acaba de decir, es imprescindible que exista nexo 

causal entre el funcionamiento normal o anormal del servicio público y 

el resultado lesivo o dañoso producido, sólo son indemnizables las 

lesiones producidas por daños que el lesionado no tenga el deber 

jurídico de soportar de acuerdo con la ley. 

CUARTA.- Del breve resumen de los presupuestos de la 

responsabilidad patrimonial incluidos en la consideración jurídica 

precedente, se deduce que no cabe plantearse una posible 

responsabilidad de la Administración sin la existencia de un daño real y 

efectivo a quien solicita ser indemnizado. En este sentido, recuerdan la 

Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 

Nacional de 7 de marzo de 2025 (recurso 943/2022) y la Sentencia del 

Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 17 de noviembre de 2020 

(recurso 443/2019), con cita de la jurisprudencia del Tribunal Supremo 

que “la existencia de un daño real y efectivo, no traducible en meras 
especulaciones o expectativas” constituye el núcleo esencial de la 

responsabilidad patrimonial traducible en una indemnización 

económica individualizada, de tal manera que resulte lesionado el 

ámbito patrimonial del interesado “que es quien a su vez ha de soportar 

la carga de la prueba de la realidad del daño efectivamente causado”. 
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En este caso, la existencia de un daño físico puede tenerse por 

acreditada, pues consta en el expediente que la reclamante sufrió una 

fractura del hombro derecho y una herida inciso-contusa en la rodilla 

derecha. 

En cuanto a la relación de causalidad ha de destacarse que es 

doctrina reiterada, tanto de los órganos consultivos como de los 

tribunales de justicia, el que, partiendo de lo establecido en el artículo 

217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la carga de la prueba de los 

requisitos de la responsabilidad patrimonial corresponde a quien 

reclama sin perjuicio de las modulaciones que establece dicho precepto. 

Así pues, corresponde a quién formula la reclamación, probar el nexo 

causal o relación causa-efecto entre el resultado dañoso y el 

funcionamiento del servicio público que, para el caso que nos ocupa, 

supone que le incumbe probar que la existencia del accidente y los 

daños sufridos son consecuencia directa, inmediata y exclusiva del mal 

estado de la vía pública.  

Acreditado este extremo, y en virtud del principio de 

responsabilidad objetiva que rige en materia de responsabilidad 

patrimonial administrativa, la carga de la prueba se desplaza hacia la 

Administración que debe probar las posibles causas de exoneración, 

como pudieran ser la culpa exclusiva de la víctima, la concurrencia de 

otros posibles factores que hayan podido influir en la causación de los 

hechos o la existencia de fuerza mayor. 

En el presente supuesto, la reclamante aduce que la caída se 

produjo al tropezar con una baldosa que sobresalía. 

Para acreditar la relación de causalidad ha aportado el informe de 

SAMUR, el de Urgencias del Hospital Universitario Ramón y Cajal y de 

otro hospital, fotografías del supuesto lugar de los hechos y la 

declaración escrita de tres testigos. Durante el procedimiento, se ha 
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practicado la prueba testifical y se han incorporado los informes del 

Departamento de Vías Públicas y de la Policía Municipal. 

Por lo que se refiere al informe de los servicios de emergencias, en 

este caso SAMUR, como declara la Sentencia del Tribunal Superior de 

Justicia de Madrid de 29 de junio de 2020 (recurso 34/2019), sólo 

acredita el día y lugar en que se produjo el hecho, pero no la mecánica 

de la caída. 

En cuanto a los informes médicos, es doctrina reiterada de este 

órgano consultivo, que no sirven para acreditar la relación de 

causalidad entre los daños y el funcionamiento de los servicios públicos 

municipales porque los facultativos que atendieron a la reclamante no 

presenciaron la caída, limitándose a recoger en el informe lo 

manifestado por la interesada como motivo de consulta. En este 

sentido, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 30 

de junio de 2022 (recurso 478/2021), considera los informes médicos 

“medios probatorios inidóneos para la acreditación de la forma concreta 
de causación de las lesiones a que los mismos se refieren” y la Sentencia 

de 24 de abril de 2025 (recurso 1213/2014), asevera que de los 

informes clínicos “no se infieren datos objetivos que permitan deducir en 
qué punto concreto de la acera se produjo la caída ni cómo ni por qué 

causa”. 

De igual modo, la reclamante ha aportado fotografías del supuesto 

lugar de los hechos, que tampoco sirven para acreditar el nexo causal 

entre los daños sufridos y el funcionamiento de los servicios públicos 

municipales porque, como es doctrina reiterada de esta Comisión 

Jurídica Asesora, las fotografías, aunque muestren un desperfecto en la 

acera no prueban que la caída estuviera motivada por dicho defecto en 

el pavimento ni la mecánica de la caída (v. gr. dictámenes 168/16, de 9 

de junio; 458/16, de 13 de octubre y 197/25, de 10 de abril).  
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En este caso, una de las fotografías está tomada desde muy cerca 

del desperfecto lo que impide que pueda valorarse correctamente 

porque, como señala la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 

Madrid de 7 de octubre de 2019 (recurso de apelación 704/2018), que 

cita la de este mismo tribunal de 6 de octubre de 2017 (recurso de 

apelación 32/2017): “éstas han sido realizadas desde un punto de vista 

muy bajo, de tal modo que el desperfecto parece mayor. Efectivamente, 

para poder valorar sin problemas el estado del suelo, se necesitan 
fotografías que permitan ver la acera desde la altura de la vista de una 

persona que va caminando”. 

Como señala la referida Sentencia del Tribunal Superior de 

Justicia de Madrid de 30 de junio de 2022, “lo más trascendente no es 

acreditar las condiciones de la vía pública, sino que una vez establecido 

tal hecho ha de probarse cumplidamente donde y como se produjo la 
caída siendo en extremo transcendente la prueba de la mecánica de 

esta”. 

La Policía Municipal no ha intervenido en este caso. 

En relación con la prueba testifical practicada, debemos recordar 

que esta Comisión Jurídica Asesora, entre otros en sus dictámenes 

67/17, de 16 de febrero; 128/17, de 23 de marzo y 406/25, de 29 de 

julio, ha puesto de relieve la importancia de ese medio de prueba.  

En este supuesto, resulta indudable que las testigos, sobrinas y 

cuñada de la reclamante, están incursas en causa de tacha del artículo 

377.1. de la Ley de Enjuiciamiento Civil, aunque ello no constituye en 

modo alguno un impedimento para testificar, sino que esta 

circunstancia debe ser tenida en cuenta al analizar el valor y la fuerza 

probatoria de su declaración testifical (dictámenes 146/22, de 15 de 

marzo y 27/26, de 21 de enero).  
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Pues bien, las sobrinas declararon que iban delante y no vieron la 

caída por lo que sus testimonios no pueden tenerse en cuenta para 

acreditar la relación de causalidad. Sin embargo, la declaración de la 

cuñada de la reclamante confirma su relato, al identificar de modo claro 

el desperfecto, una baldosa levantada, y corroborar que el accidente se 

produjo al tropezar con dicho elemento del viario.  

En consecuencia, de acuerdo con la prueba obrante en el 

expediente, puede tenerse por acreditada la relación de causalidad. 

QUINTA.- Admitida la relación de causalidad, es preciso analizar la 

concurrencia de la necesaria antijuridicidad del daño.  

El criterio de esta Comisión Jurídica Asesora (por todos, el 

Dictamen 361/25, de 10 de julio), se basa en la jurisprudencia para 

medir la imputabilidad a la Administración por los daños relacionados 

con el pretendido incumplimiento del deber de mantenimiento y 

conservación de las vías públicas en adecuado estado para el fin que 

sirven, vinculando la antijuridicidad del daño al ejercicio de aquella 

competencia dentro de un estándar de calidad adecuado, de acuerdo 

con la conciencia social.  

En este sentido, conviene destacar lo resuelto por las sentencias de 

la Sección Décima de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 

Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 13 de noviembre de 2023 

(recurso 682/2023), 9 de octubre de 2025 (recurso 1160/2024), 14 de 

mayo de 2026 (recurso 970/2025) y 4 de junio de 2026 (recurso 

185/2026), según las cuales:  

«En cada momento histórico la actividad administrativa debe 
funcionar con arreglo a unos concretos parámetros de calidad, 

dependientes del nivel tecnológico, de la disponibilidad de recursos 

y del grado de exigencia social de los ciudadanos; la 
responsabilidad patrimonial es exigible cuando estos estándares 
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son incumplidos y producen un daño. Tal responsabilidad no sólo 

tiene un contenido económico, sino que también “sanciona” el 
defectuoso funcionamiento del servicio o la total inactividad material 

de la Administración a fin de que actúe en consecuencia 

estimulándose el cumplimiento del deber de mantener las vías 

públicas en condiciones de seguridad de las vías públicas.  

(…) 

Ha insistido también la doctrina jurisprudencial del Tribunal 
Supremo en que la Administración Pública responde de forma 

directa e inexcusable de todo daño antijurídico siempre que sea 

causado por el funcionamiento de la actividad administrativa 
(artículo 139 y siguientes de la Ley de Procedimiento Administrativo) 

pero ello no significa que la responsabilidad patrimonial convierta a 

las Administraciones Públicas en aseguradoras universales de todos 
los riesgos sociales. No puede garantizarse totalmente a los 

peatones que no sufrirán una caída en la calle y por tanto los 

viandantes, para evitar las caídas, han de observar también la 
diligencia debida (STS 17-5-01 RCAs 7709/00) que será mayor o 

menor según las circunstancias personales de cada uno pues no es 

posible extender la cobertura del servicio público viario hasta 
garantizar la ausencia total de deficiencias que, aun siéndolo, 

difícilmente pueden ser consideradas como jurídicamente relevantes 

en la generación de un riesgo cuya producción constituya a la 
Administración en la obligación de resarcirlo por cuanto más que 

una ausencia de servicio o un servicio defectuoso tales deficiencias 

pueden encontrarse dentro de parámetros de razonabilidad que 
deben calificarse como riesgos socialmente admitidos propios de la 

vida colectiva y socialmente tolerados (STSJ La Rioja 24 de abril de 

1999 recurso 433/97 RJCA 99/903)».  
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En el presente supuesto, no ha quedado acreditado que el 

desperfecto que, según la reclamante, habría provocado su caída 

sobrepasara los estándares normales de conservación, pues, si bien las 

fotografías aportadas muestran una calzada peatonal muy amplia con 

una baldosa levantada, esta se encuentra en una plaza con suficiente 

espacio para esquivarla, tal y como han reconocido las tres testigos. A 

ello se une que la caída se produjo de día y que una de las sobrinas 

declaró que la reclamante y su cuñada “iban hablando y no lo vieron”.  

En consecuencia, debe concluirse en el sentido indicado en la 

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 6 de octubre 

de 2017 (recurso 32/2017), citada por la de 7 de octubre de 2019 

(recurso 704/2018): “debe entenderse que se trataba de un desperfecto, 

visible a simple vista, que la viandante debió sortear en cuanto que el 
obstáculo que provocó la caída era apreciable y con la diligencia mínima 

exigible en la deambulación se hubiera podido evitar el daño, no 

concurriendo los requisitos exigibles para la responsabilidad 

patrimonial”.  

En mérito a cuanto antecede, la Comisión Jurídica Asesora 

formula la siguiente 

 

CONCLUSIÓN 

 

Procede desestimar la presente reclamación de responsabilidad 

patrimonial al no concurrir la antijuridicidad del daño. 

A la vista de todo lo expuesto, el órgano consultante resolverá 

según su recto saber y entender, dando cuenta de lo actuado, en el 
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plazo de quince días, a esta Comisión Jurídica Asesora de conformidad 

con lo establecido en el artículo 22.5 del ROFCJA. 

 

Madrid, a 7 de octubre de 2026 

 

El presidente de la Comisión Jurídica Asesora 

 

 

CJACM. Dictamen n.º 597/26 

 

Excmo. Sr. Alcalde de Madrid 

C/ Montalbán, 1 – 28014 Madrid 


